EL ARCHIVO MUNICIPAL DE CÁDIZ: CON EL PERMISO DE SU GRACIOSA 

MAJESTAD.

[Habla el viejísimo duende del archivo:]

          Si vais a la Torre de Londres os enseñarán, como a 

todos los  turistas,  el tajo  sobre  el que  decapitaron  a 

Robert Deveroux, segundo conde de Essex, no sé bien por  qué 

culpas. Por lo  que a  mí respecta,  si no  fuera porque  me 

siento contrario a la pena de muerte,  diría que,  de  todos 

los  hechos  del  primo  de  la  reina  Isabel,  el  que más 

merecedor  lo  hacía  de  ese  bárbaro fin es su orden, dada 

cinco años antes, de quemar mi archivo. ¿Ustedes qué opinan?

          El caso es  que la bandera  británica ondeó  sobre 

los muros de  Cádiz quince  de los  días de  aquel julio  de 

1596, en una especie de ensayo general de Gibraltar, que los 

manuales escolares de historia ingleses, en frase acuñada al 

efecto, continúan  llamando "la  vez que  le chamuscamos  la 

barba  a  Felipe  II".  Pero  lo   que  de  verdad  y   nada 

simbólicamente chamuscaron  hasta la  carbonización,  fueron 

los papeles de la ciudad. De  modo que el  término aquo de 

nuestro fondo quedó fijado con la misma nitidez que  debemos 

suponer al corte propinado por  el, sin duda,  experimentado 

verdugo de servicio en la Torre. Yugular descabezamiento  de 

las series  que  fue  para  ellas,  también,  encabezamiento 

simbólico y conspicuo. La de los libros de Actas Capitulares 

lo muestra con particular rotundidad: ni un acta  conservada 

desde la  conquista  alfonsina  hasta  aquel  verano;  desde 

entonces hasta hoy, todas las  actas conservadas. Pero  este 

corte a filo  inaugural en  absoluto se  circunscribe a  las 

actas, sino que  se generaliza en  todo el  fondo. Sirva,  a 

modo de ilustración,  el título  de un  índice de  regidores 

redactado en el siglo dieciocho:  Prontuario de los  Señores 

Regidores que ha habido  desde  el año  de 1596 que quemó el 

Ynglés el Archivo.

          Así que,  de atenernos  al testimonio  de  nuestro 

archivo, una memoria con amnesia total de lo remoto,  habría 

que imaginar la ciudad ya bien constituida en el momento  de 

aparecer en escena, como una Atenea pegando el brinco natal, 

armada de casco, escudo y lanza;  pues si nos asomamos a  la 

primera acta del primer libro, vemos cómo el primer  acuerdo 

que toman sus regidores es pedir licencia al rey para que un 

filibote pudiera cargar para Indias, en  atención a que  las 

naos las había quemado el inglés. O sea, en relación con  lo 

que sería  la  principal función  de  Cádiz  en  los  siglos 

siguientes, un  buen  ejemplo de  lo  que  los  preceptistas 

literarios denominan empezar in medias res.
          No  es  ésta,   sin  embargo,   la  primera   acta 

subsistente después  del asalto,  aunque así  lo  creyéramos 

todos hasta hace cuatro años; incluido el eximio erudito  D. 

Adolfo de Castro, quien, en el  siglo pasado, reunió, en  un 

volumen  titulado  Actas  anteriores a  la  destrucción  del 

Archivo  por  los  ingleses  en 1596,   transcripciones   de 

originales  de  varia   procedencia  que  recogen   diversos 

acuerdos de la ciudad remitidos a  otras instancias. No  son 

más que los restos flotantes de  un naufragio, un puñado  de 

fragmentos que  se extienden  desde  1469 hasta  1589.  Pero 

incluso un venerable libro de extractos califica el  cabildo 

de 29 setiembre de  1596 como "el  primero celebrado por  la 

ciudad después de la invasión de los ingleses". Sin embargo, 

como digo, había un acta anterior  a esa primera  conservada 

en libro y posterior al asalto, tan inmediatamente posterior 

como  que  corresponde   al  primer  cabildo   efectivamente 

celebrado en la  ciudad semidestruida,  a los  diez días  de 

haberse retirado las fuerzas enemigas, y con una  asistencia 

de sólo tres regidores.  No es esto  último de extrañar,  si 

tenemos en  cuenta  que  varios  de  ellos  navegaban  hacia 

Inglaterra como rehenes y que  otros se habían  desperdigado 

con la  desbandada general  de la  población. Poco  después, 

Cervantes haría protagonista de  su última novela  ejemplar, 

La española inglesa,   a  una  niña  gaditana,  que  imaginó 

trasladada a Albión en aquella misma flota.

          Pues bien, una copia de ese acta, autenticada  por 

el mismo escribano que redactó la  original, tuve la  suerte 

de husmearla  acompañando  a una de las cartas,  conservadas 

en Simancas, que  el duque de  Medina Sidonia dirigió al rey 

sobre el suceso de Cádiz. Suceso  que, por cierto, costó  al 

duque, debido  a  su remisa  actitud  en el  socorro  de  la 

ciudad, no poco  menoscabo de  su reputación  militar y  las 

burlas poéticas  de, entre  otros, Cervantes  y Góngora.  La 

ironía cervantina transpira en el soneto que termina: "Y  al 

cabo, en Cádiz,  con mesura harta,  / ido ya  el Conde,  sin 

ningún recelo, / triunfando entró el gran duque de  Medina". 

Por su parte,  el más mordaz  don Luis lo  llamó  rey de los 

atunes, aludiendo a las  almadrabas de su  propiedad y a  la 

doble  condición  de  aquellos  peces,  que  son  grandes  y 

cobardes.

          En aquel breve concejo celebrado entre ruinas,  la 

preocupación esencial  era  que las  autoridades  civiles  y 

eclesiásticas huidas  volvieran a  la  ciudad. No  era  para 

menos, si  tenemos  en  cuenta  que  por  entonces  llegó  a 

hablarse seriamente en la corte de trasladar la población  a 

tierra firme y  abandonar a  las aves  marinas su  milenario 

asiento insular.

          Es evidente que  el trauma de  la ciudad  y de  su 

archivo fueron paralelos, por no decir que fueron el  mismo. 

Superado el gran susto, la primera comienza a  reconstruirse 

y, sobre todo, a fortificarse,  iniciándose de inmediato  un 

programa  de  murallas,   castillos  y   baluartes  que   se 

prolongaría durante más de  doscientos años. Condición  sine 

qua non para alcanzar los mínimos de seguridad necesarios  a 

la  vertiginosa   actividad  comercial   que  la   llevó   a 

convertirse, por decirlo en las  palabras de Manuel  Bustos, 

en  "uno  de  los  lugares  clave  del  complejo   entramado 

capitalista de Europa", o, en frase de un observador francés 

de la época, "una especie de república a la que concurren  a 

porfía casi todas las naciones de Europa". 

          En cuanto al archivo, es una de las mil cosas  que 

las murallas  permiten pulular  en el  estrecho recinto  que 

guardan. Con la particularidad de que,  como en un juego  de 

espejos borgesiano (quiero decir,  infinito), si al  archivo 

lo preserva  el sistema  de  las fortificaciones,  él  mismo 

contiene y conserva la imagen de las fortificaciones, la  va 

conteniendo, plano a plano y memoria a memoria, según se van 

labrando  los  lienzos,   los  baluartes   o  las   galerías 

subterráneas. Quizá sea  poco decir  la imagen,  pues es  la 

misma gestión de los impuestos destinados a  fortificaciones 

la que hacen posible  series como los  libros de Cuentas  de 

los arbitrios de murallas, de los que actualmente  subsisten 

los correspondientes al periodo, aunque con lagunas, que  va 

desde 1693 hasta  1844. Es  decir, que  esos documentos  del 

archivo contribuyen a poner en pie el sistema defensivo que, 

a su  vez, hacía  posible la  producción y  conservación  de 

tales documentos; que hacía posible,  en fin, la  existencia 

de un archivo como algo distinto  de un almacén de  material 

para cremás de alegre soldadesca anglosajona.

          Esta especie  de simbiosis  a  la que  me  refiero 

alcanza un curioso acmé en 1797, cuando, para resguardo  del 

bombardeo de la escuadra inglesa, el depósito se traslada  a 

una bóveda  de  las murallas  de  San Carlos,  cuyos  planos 

precisamente se  guardaban en  el  archivo que  entonces  se 

acogía a su pétrea protección.

          Por cierto,  ya  que  mentamos  la  documentación, 

textual y gráfica, generada por  la transformación de  Cádiz 

en una  de  las plazas  más  fuertes del  reino,  tengo  que 

referirme a un suceso de  política archivística actual.  Las 

series más completas de esa documentación se conservaban, no 

en el Ayuntamiento, sino en el archivo del Gobierno  Militar 

de Cádiz, que ocupaba el edificio de la antigua  Comandancia 

de Ingenieros. Al desafectarse éste  hace unos meses,  todos 

los fondos históricos, incluyendo las Actas  de la Junta  de 

Fortificación y  la  Biblioteca  científica  del  Cuerpo  de 

Ingenieros, una de las mejores de  España en su género,  los 

han trasladado en sendos camiones a distintas  instituciones 

de Sevilla. Aunque la pérdida de este patrimonio documental, 

tan evocador  del Cádiz  clásico, ha  sido lamentada  en  la 

ciudad, y hasta calificada por los más emotivos de  expolio, 

la verdad es que si comparamos esta operación con la de hace 

veinte años, cuando se llevaron a Madrid lo mejor de la gran 

colección de planos  del mismo archivo,  es evidente lo  que 

hemos ganado  ahora  en  términos  de  proximidad.  Incluso, 

podemos hablar de un cierto orgullo andalucista, palpable en 

el mismo Cádiz, con motivo de haber contribuido una vez más, 

dos siglos después de que se  llevaran a Sevilla los  fondos 

de la Casa de  Contratación gaditana y  un siglo después  de 

que el archivo del Consulado de  nuestra ciudad siguiera  el 

mismo camino,  al  enriquecimiento del  acervo  cultural  de 

nuestra capital autonómica.

          Volviendo a la época en  que la piratería  campaba 

por sus respetos, hay que decir que el de Essex no fue  sino 

el último logrado de una serie  de ataques dirigidos  contra 

la ciudad insular por  todas las armadas  que en su  momento 

dominaron los mares. El inmediato  anterior, en 1587,  había 

estado a cargo de Francis Drake, quien, sin llegar a  entrar 

en la  ciudad,  destruyó la  flota  que  se  aprestaba  para 

América y se llevó  un suculento botín.  Pero ya después  de 

Essex, ninguna armada extranjera logró forzar los  baluartes 

gaditanos e incluso,  con ocasión del  sitio napoleónico  de 

1810 a  1812,  una  de  ellas,  precisamente  la  británica, 

participó activamente  en su  defensa y,  por tanto,  en  la 

evitación  de  que   nuestro  archivo   fuese  expoliado   o 

destruido,  como   ocurrió   en  algunas   poblaciones   que 

resistieron sin éxito a las tropas francesas. Cierto que  se 

siguió intentando  el asalto  de la  ciudad y  quizá  cierta 

perturbación de su archivo, especialmente por los  ingleses. 

De  modo  particularmente  amenazante  en  1625,  cuando  el 

desembarco de  las fuerzas  angloholandesas fue  desbaratado 

por el gobernador Pedro de Girón, tal como se aprecia en  el 

cuadro de Zurbarán expuesto en el Prado. Y también en  1702, 

durante la guerra de Sucesión, y  en 1797, cuando Nelson  se 

pasó una buena temporada delante de  Cádiz. Como el  todavía 

no almirante no  era traidor, avisó  en términos corteses  y 

claros a la ciudad enemiga: "En consecuencia de la provocada 

declaración de guerra  por el  rey de  España contra  S.M.B. 

(...) se ha tenido por conveniente (...) que España no tenga 

más comercio. Por tanto, tengo el honor de informar a  Usted 

que ninguna embarcación será permitida entrar ni salir en el 

Puerto de Cádiz, y que desde ahora se debe considerar  Cádiz 

como un puerto bloqueado. Horacio Nelson."

          Se conserva un  libro  en el  archivo, el titulado 

Acuerdos de la Junta de Socorros en  vista  de la indigencia 

del pueblo por el bloqueo  dilatado de la  armada  británica, 

que muestra  fehacientemente cómo  la consecuencia  de  esta 

operación bélica, que se prolongó durante años, fue, con  la 

cesación  del  tráfico  marítimo,  casi  la  sola  actividad 

productiva de la ciudad, la inmersión  de un amplio  estrato 

de la población en una situación de carencias extremas.

          Aunque atenuada y  asumida, la  amenaza de  asalto 

naval se mantuvo durante siglos  como factor psicológico  de 

fondo, que  marcó en  no pequeña  medida la  vida  gaditana. 

Quizá no fuera  demasiada fantasía postular  que también  el 

archivo se beneficiase de esa obligada preferencia concedida 

a las cuestiones de seguridad.  El caso es  que en el  siglo 

XVIII se mandaron  construir una  serie de  recias cajas  de 

estaño, casi cajas fuertes, con el objeto de preservar mejor 

la  documentación   más   importante.   En   la   actualidad 

conservamos diecinueve. Varias de ellas se ejecutan en 1772, 

al precio de  nueve pesos cada  una, para  colocarlas en  el 

depósito de  la  Contaduría. Hasta  ahora  no  he  detectado 

similares  contenedores  en  otros  archivos,  salvo  en  el 

Catedralicio de la misma  ciudad, en el  que hay una  igual, 

casi con seguridad obra del mismo taller.

          De ese siglo  data también  un arca  de madera  de 

cedro, con  el  escudo de  la  ciudad labrado  en  la  tapa, 

descendiente de  las  viejas  arcas  de  tres  llaves,  pero 

orientada su  función,  más que  a  la  estricta  seguridad, 

probablemente al  buen  orden de  la  documentación  en  sus 

desplazamientos  y,   especialmente,  quizá,   en   aquellos 

obligados  entre  el  archivo  y  el  salón  en  el  que  se 

celebraban los cabildos. Entre otros indicios  convergentes, 

como la misma  capacidad limitada del  arca, me lo  sugieren 

las divisiones de su interior, provistas de rótulos grabados 

en  metal   con    estas   leyendas:  Documentos  Generales, 

Urbanización, Mercados, Matadero, Alcantarillado, Escuelas. 

Estos dispositivos podrían  tener como  objeto facilitar  al 

escribano  la  ordenada   disposición  de  los   expedientes 

requeridos por el orden del día de cada sesión. De ser  ello 

así, ese  mejor orden  de los  papeles  en sus  salidas  del 

archivo no dejaría de redundar en su más completa y adecuada 

conservación y, al cabo, por tanto, en su seguridad.

          Aprovechemos la  ilación  entre  las  nociones  de 

seguridad material y organización administrativa y  técnica, 

para deslizarnos ahora francamente al campo de esta  última. 

Observaremos, antes que  nada, una preocupación  corporativa 

porque el archivo exista como tal,  es decir, que tenga  una 

organización que lo distinga de un mero almacén de  papeles. 

Cierto que la reiteración de esta iniciativa nos indica  que 

se enfrentaban  a  una inercia  contraria,  capaz  de  poner 

periódicamente en cuestión los logros alcanzados.

          En 1604 se dictan providencias para "recoger todos 

los Papeles que toquen a la ciudad", las cuales se reiteran, 

casi en los mismos términos, treinta  y siete años  después. 

En 1643, todavía se está en que "se forme el archivo,  donde 

se recojan y depositen los Papeles"; pero añaden "y que haya 

libro de Memoria  donde se anoten  los que se  saquen, y  el 

nombre de quien los lleva". Como vemos, un metódico  control 

de préstamos se considera, ya por aquellas fechas,  esencial 

para el  funcionamiento y  la subsistencia  del archivo.  En 

este requisito  se  reincide  en  1685:  "que  no  se  pueda 

entregar ningún  papel sin  que preceda  recibí". Mucho  más 

tarde, en 1790, se establece taxativamente "que no se  saque 

ningún papel del Archivo y que las consultas se efectúen  en 

él", seguramente porque  el servicio de  préstamo se  habría 

mostrado, en la  práctica, difícilmente  controlable. En  el 

intento de  hacerlo compatible  con la  conservación de  los 

documentos, en 1675 se vuelve a  hablar de un "libro en  que 

se anoten los papeles que salen  del Archivo mediante  tales 

recibos". En 1644  se había  reiterado la  necesidad de  las 

transferencias: que  "se coloquen  en el  Archivo todos  los 

papeles del  Ayuntamiento con  cuenta y  razón". Un  decenio 

después, se comisiona al  regidor Bartolomé Estopiñán  "para 

que haga restituir al dicho Archivo todos los papeles que le 

faltan".

          De  expresiones  como  "reunir"  o  "recoger   los 

papeles", que encontramos  en esos acuerdos,  se deduce  que 

una de las dificultades con que se enfrentaban los regidores 

era el estado de dispersión crónica. En 1598 se ordena  "que 

se haga  inventario de  todos los  papeles  que hay  en  las 

oficinas después  de la  pérdida de  la ciudad",  de lo  que 

deducimos la inexistencia de un depósito único. En 1653,  el 

gobernador expone que los "papeles, cédulas y privilegios... 

paran  en  poder   de  diferentes  manos".   De  la   simple 

constatación de la dispersión física se  pasa a señalar  las 

personas responsables de tal estado  de cosas. Los  primeros 

en ser advertidos, en 1619, son nada menos que aquéllos  que 

ejercen  la  máxima  autoridad  local.  Refiriéndose  a  los 

"papeles correspondientes  al gobierno  de esta  ciudad  que 

paran  en  poder  de  los  Señores  Corregidores  de  ella", 

reclaman   "que    los   entreguen    cuando   acaben    sus 

corregimientos". Cuatro  años  después, es  al  Juez  de  la 

Contratación de  Indias a  quien se  pide la  devolución  de 

ciertos "papeles  de importancia  para  el comercio  de  los 

vecinos de esta ciudad". En 1654 aparecen los escribanos  en 

escena, conminados por el Cabildo a que entreguen "todos los 

libros capitulares  que  están  en  su  poder".  Siete  años 

después se habla de "sacar censuras  en caso necesario  para 

que los  entreguen  [los  papeles]  los  que  los  ocultan", 

amenaza que apunta a los mismos señores escribanos. Dos años 

más tarde, en 1663, la batalla archivística con éstos  entra 

en una fase virulenta, acordándose, literalmente, el "cese y 

suspensión de  varios  escribanos hasta  que  entreguen  los 

papeles de  la  ciudad".  Esta  postura  de  fuerza  produce 

efectos  con  estupenda  celeridad,   pues  en  el   cabildo 

siguiente se da cuenta de que los documentos han sido al fin 

restituidos. 

          Es  evidente  que,  a  fuerza  exclusivamente   de 

decretos represivos,  no  podía gobernarse  el  archivo.  La 

parte constructiva, su  organización positiva, empieza  como 

es lógico con la encomienda a determinadas personas de  las 

funciones y responsabilidades que supone la buena gestión de 

los  papeles.   Estas  funciones   y  responsabilidades   se 

distribuyen, según las  épocas, de  varias formas  y con  no 

pocas vacilaciones y revisiones de los pareceres  adoptados, 

aunque, sin  embargo, no  deje de  apreciarse una  tendencia 

fundamental que  subyace  a todo  el  proceso; a  saber,  la 

progresiva transferencia del protagonismo desde los  oficios 

políticos a los  profesionales, primero en  las personas  de 

altos cargos  de  competencias amplias,  como  escribanos  y 

secretarios,  para  más  tarde,  conforme  nos  acercamos  a 

nuestro  tiempo,  venir   a  recaer  en   un  personal   más 

especializado.  Insisto:  ello,  a  reservas  del   carácter 

irregular  y  como  a  sacudidas,  a  menudo  motivado   por 

situaciones de urgencia, que presenta el  proceso, y con  la 

reserva,  igualmente,  de  que,  sobre  la   responsabilidad 

técnica de los distintos puestos de archivo, planeó  siempre 

la  superior  responsabilidad  política  de  los   diputados 

archivistas.

          Desde  1647,   por  lo   menos,  sabemos   de   la 

existencia, entre los oficios que  se repartían por  suertes 

cada  año  los  regidores,  de  uno  que  generalmente   era 

desempeñado por dos  de ellos, los  "archiveros de  ciudad", 

también llamados  "llaveros del  archivo". Pero,  sólo  seis 

años más  tarde, se  siente la  necesidad de  agregarles  un 

cargo más profesional. El acuerdo de su nombramiento  habla, 

textualmente, de "persona particular de autoridad, capacidad 

e inteligencia en  papeles a  quien se  le señale  salario". 

Este primer archivero  de que  tenemos noticia  fue, muy  en 

consonancia con el tono sociológico de la ciudad, un  vecino 

que tenía "casa de negocio": Salvador de Recalde. Su sueldo, 

doscientos ducados al año.

          Parece que esta  plaza remunerada  se amortizó  no 

mucho después, pues en 1660 se decide, para poner remedio  a 

la una vez más preocupante situación del archivo,  sustituir 

a uno de los diputados anuales por un denominado  "Archivero 

perpetuo de la ciudad", oficio que recaería igualmente en un 

regidor, al que  se le señalaban  cometidos técnicos,  tales 

como  "hacer  el  inventario  de  los  papeles".  Las   tres 

canónicas llaves las poseían ahora, además de él, el Alcalde 

Mayor y el  diputado anual subsistente.  La perpetuidad  del 

nuevo  cargo  resultó  también  relativa,  pues,  en   1672, 

encontramos de  nuevo a  la originaria  pareja de  diputados 

anuales. Pero, antes de su desaparición,  en 1669, lo  vemos 

implicado en una operación de "recogida" y concentración  de 

papeles, de  la  que puede  deducirse  el, por  otra  parte, 

conocido papel que  los escribanos  tenían en  la gestión  y 

conservación de  los  documentos. Lo  que  se  pretendía  en 

aquella ocasión era  que fuera  uno sólo  de los  escribanos 

quien "corra anualmente" con todos los papeles de la ciudad. 

          En 1724  se detecta  otro  cambio que,  a  primera 

vista, parece  indicar una  degradación  de la  dotación  de 

personal de nuestra dependencia. Los caballeros  Archivistas 

desaparecen y sus funciones, así como sus dos llaves,  pasan 

a los dos caballeros  Contadores Mayores. Esta  modificación 

corre paralela,  y  no debe  ser  mera  casualidad,  con  la 

inclusión física del  archivo en la  sala de la  Contaduría, 

que se prolonga durante la mayor  parte del siglo XVIII.  La 

vinculación con la  Contaduría, bastante generalizada  desde 

el XVI,  como  ha señalado  Mariano  García Ruipérez  en  su 

reciente  estudio Los archivos municipales en España durante

el antiguo régimen, vuelve a ponerse en evidencia cuando, en 

1770, se  crea de  nuevo una  plaza remunerada,  pero  ahora 

denominada  archivista de ciudad,  y ésta  recae en  Alberto 

Luaces,  a  la  sazón  segundo  oficial  de  la  Contaduría. 

Veintidós años más tarde, cuando ocupa  esta plaza don  Juan 

Pablo de  Ilzauspeda, continúa  aún unida  a la  de  oficial 

segundo de  la  Contaduría,  y lo  mismo  en  1803,  al  ser 

nombrado Gregorio Menacho, mediante  un concurso de  méritos 

cuyo tribunal fue la misma Corporación en pleno.

          Para obedecer lo establecido  por real decreto  en 

1835, al  año  siguiente  el  secretario  del  Ayuntamiento, 

Cipriano González Espinosa,  se hace cargo  del archivo.  No 

sin curarse en salud, ciertamente, con la clara constatación 

de las  circunstancias en  que recibe  esa  responsabilidad. 

Gracias a su escrito, nos enteramos de que es en ese momento 

cuando se produce la unificación de los fondos  municipales, 

los cuales el secretario recibía divididos en cuatro bloques 

de distintas procedencias  que define  así: 1º,  "lo que  se 

llamaba  Archivo  Capitular,  que  estaba  a  cargo  de  los 

Regidores que se  sorteaban anualmente",  cuya llave,  según 

advierte, estaba en  posesión del "oficial  del archivo  don 

Francisco Carrasco", el cual, una  vez despedido, añade,  no 

había hecho  entrega de  ella. 2º,  "los expedientes  de  la 

Antigua Escribanía de Cabildo que tengo en mi poder". 3º, la 

documentación hacendística, "que existe en la Contaduría". Y 

4º, para decirlo con sus palabras mismas, que creo que  será 

lo más ilustrativo,  "un enorme cúmulo  de libros y  legajos 

antiguos que encerraban los estantes que estaban en el salón 

bajo, y que se hallaban sus llaves en poder del  archivista, 

que en veintiséis años que hace que estoy en la casa no hago 

memoria que nunca se hayan examinado ni inventariado". 

          El primer  archivero  de perfil  moderno  del  que 

tenemos  noticia,  ya  desvinculado  de  la  Contaduría,  es 

Cayetano  Asco,   con   el   que   se   inicia   una   serie 

ininterrumpida.  En  1844,  se  le  ordena  confrontar   los 

expedientes  con   sus   índices,  para   descargo   de   su 

responsabilidad, con motivo  del "modo violento  con que  se 

desalojó  la  Casa  Capitular  y  sus  oficinas"  cuando  la 

recepción ofrecida a la Infanta  María Luisa Fernanda.  Como 

se aprecia, parece que los traslados urgentes y  arriesgados 

para los  fondos  gozan  de cierta tradición.  Este Cayetano 

Asco  fundó en el  archivo una  especie de dinastía nilótica,

pues  un  expediente  de  1907  nos  informa  que  a  su por 

entonces fallecido  sucesor, Antonio de Asco, o Asco II,  el 

Ayuntamiento le concede una mastaba gratuita a  perpetuidad, 

en recompensa de medio siglo de servicio.

          Esta  historia  interna,  o  pequeña  historia   o 

intrahistoria del archivo, como  mejor os parezca  llamarla, 

quedaría muy  incompleta sin  una mención  de las  funciones 

desempeñadas por  su  personal. Lo  que  en  particular  nos 

interesa, más  allá  o  más  acá  de  la  responsabilidad  y 

supervisión políticas, evidentes  en lo que  respecta a  las 

diputaciones  archivísticas  ejercidas  por  regidores,  son 

ahora los cometidos esencialmente técnicos. Ya hemos  dejado 

constancia de  pasada,  del control  de  préstamos y  de  la 

conservación física de  la documentación,  como labores  por 

las que, en distintos momentos, se interesa y se preocupa el 

consistorio. No  obstante, de  los  acuerdos del  cabildo  y 

otros  testimonios,   se  deduce   que  la   inquietud   más 

persistente es  el  inventario de  los  fondos, y  ello,  en 

perfecta consonancia, avan la lettre,  con  el papel  básico 

que la moderna teoría de la disciplina ha venido a  conceder 

a tal instrumento de descripción. Parece que los  regidores, 

tan desde el principio como 1598 (no olvidemos que esa fecha 

es el  año II  de la  República  gaditana resurgida  de  las 

cenizas inglesas y, por supuesto, con más veras aun, el  año 

II de su archivo), los regidores,  digo, son ya  conscientes 

de que no  hay archivo  sin descripción  general del  mismo: 

"que  se  haga  inventario",  dicen   a  una,  como   cuerpo 

constituido que son,  "de todos los  papeles que existan  en 

las oficinas después  de la pérdida  de la  ciudad" (o  sea, 

para entendernos  en el  calendario  local que  acabamos  de 

esbozar: desde el día primero del año I).

          Antes  de  que  transcurra  medio  siglo,  aquella 

inquietud se ha transformado en  una auténtica obsesión.  Al 

menos, eso podría deducirse del extremo de violencia en  que 

vemos precipitarse  las cosas.  En  1645, antes,  pues,  del 

nombramiento de los  primeros funcionarios con  atribuciones 

archivísticas, se encarga a cuatro regidores la  elaboración 

del inventario. A fines  del año, el  Concejo los conmina  a 

que lo  terminen,  concediéndoles  un  plazo  perentorio  de 

quince días. Sin efecto suficiente, pues en abril se lee  un 

auto  del  gobernador,  conde   de  Frigiliana,  que   manda 

"prender" a la banda de los  cuatro. El cabildo acuerda  que 

el auto  es  de digno  cumplimiento,  pero pide  al  Alcalde 

Mayor, encargado de hacerlo efectivo, que lo suspenda "hasta 

el lunes" (la sesión se celebraba un jueves), para dar a los 

morosos una última  oportunidad de  cumplir su  archivística 

obligación.

          Cuando se  nombra  el  primer  archivero  perpetuo, 

cargo al que nos hemos referido,  la primera encomienda  que 

se le hace, y probablemente el motivo principal de su  misma 

creación, es "hacer el inventario de  los papeles". En  1668 

se  repite  la  consigna  y,   en  adelante,  en   ocasiones 

sucesivas, sin  apenas  variantes,  haciendo  como  de  bajo 

continuo de la  historia del archivo.  De esta  plurisecular 

labor conservamos el Inventario de la documentación original 

contenida en las cajas  de estaño,  con  una   clasificación 

predominantemente  tipológica   y  ordenación   cronológica, 

redactado en el XVIII, y otro general, en el que se mantiene 

la estructuración  tipológica para  la documentación  objeto 

del inventario anterior, mientras que  el resto se  presenta 

según la topografía de los estantes de aquel entonces.  Este 

último está fechado en 1882.

          El otro  instrumento de  descripción que  suscitó, 

también reiteradamente,  el  interés  del  cabildo,  es  uno 

referido en particular a la serie a la que se concedía mayor 

trascendencia, los libros de actas capitulares. Se trata  de 

regestos de  los que  conservamos en  la actualidad  más  de 

media docena, varios de ellos, por su extensión,  verdaderas 

obras magnas. En 1772, uno de  los diputados archivistas  da 

cuenta de haberse realizado el índice correspondiente a  los 

176 años del archivo, contándolos, naturalmente, a partir de 

1596. Pero  la redacción  de éstos,  que se  han  denominado 

corrientemente índices, había comenzado con anterioridad,  y 

fue actualizándose periódicamente.

          En 1742 está fechado uno  compuesto de ocho  tomos 

de gran formato,  cuyo título  es barroquizantemente  largo, 

pero no vano, porque explica bien en qué consiste y cuál fue 

la   intencionalidad  que  lo  inspiró:  Puntual  Noticia  y 

Recopilación  hecha  de  todos  los  Libros  Capitulares,  y 

Cabildos Celebrados por  esta M.N. y M.L.  Ciudad  de  Cádiz,

desde el  día 29 de septiembre del año de 1596, que  fue  el

Primero que se celebró después de el saqueo que hizo en ella 

la Armada Inglesa y quema de  sus  Archivos;  manifestándose 

las Proposiciones, Acuerdos, y demás cosas particulares  que

han ocurrido desde entonces,... todo con la mayor distinción 

y Claridad, y por la Serie, y antigüedad de sus años, siendo

único Contador Mayor de esta  Nobilísima Ciudad... el  Señor 

Don Francisco Lebrón Chacán...

Como  en  su portada se anuncia, recurre  a una presentación  

cronológica de los acuerdos, es decir, siguiendo el orden de 

sucesión delos  cabildos. Este  es  el  método   que  adopta 

igualmente  otro índice, compuesto de  dieciséis   volúmenes,  

que llega  hasta 1800,    siempre  a  partir  de  la   fecha  

inaugural  sabida. Buscando seguramente una forma alternativa  

de acceder a  la importante  información  contenida  en  las  

actas, en el  siglo XIX se confecciona otra  generación de 

índices,  organizados por materias,  si  bien este  criterio  

se hibrida  con  el cronológico, pues dentro  de cada  letra  

las referencias  se ofrecen en la sucesión temporal   de los 

libros. El primero de estos instrumentos está  datado, en su  

portada impresa,  en 1804,y   abarca  hasta   1700.   Al año  

siguiente se concluyó  el correspondiente al  siglo  XVIII y,  

poco   después,     el    del periodo  1800-1842.   En    su 

presentación  al  Concejo,  y  me refiero  al  aparecido  en  

1805,  el  Procurador  Mayor  lo encarece diciendo que es "a 

la  verdad  uno  de  los  objetos   de  notoria  utilidad, e 

indispensable para la fácil averiguación de los  apreciables 

acuerdos  que   comprehende,  noticia  de   las   superiores 

disposiciones  que  en  él   se  hallan;  y  finalmente para 

evitar  las   implicaciones,  o  contrariedades   en que  en 

muchos casos podría incurrirse privados  del medio pronto  y 

seguro de consultar a su contenido".  Hay que señalar,  como 

complemento y quizá también  embrión de estos  instrumentos, 

la existencia de índices de asuntos tratados que se incluían 

en los propios libros de actas, al principio de los tomos en 

una primera época y, después, al final de los mismos.  Éstos 

comenzaron siendo  muy  sucintos, pero  ya  en  el  XIX  los 

tenemos  completos   y   manejablemente   clasificados   por 

materias.

          En el presente siglo el Ayuntamiento publicó, como 

réplica a esos esfuerzos  anteriores, un Índice  sistemático 

de las Actas Capìtulares  (1941), si  bien la empresa  quedó 

truncada, ya  que sólo  llegó a  salir el  tomo dedicado  al 

siglo XVIII.

          Si de las labores de clasificación y, sobre  todo, 

de descripción, tenemos abundantes testimonios, por  razones 

obvias no sucede lo mismo con una tarea, aun hoy un poco  en 

los márgenes  de la  racionalidad archivística,  como es  el 

expurgo. Por ello, apreciaremos el valor casi anecdótico  de 

una quema de  la que hay  constancia en el  cabildo de 9  de 

marzo de 1763. No se  trata esta vez  de una cremá  salvaje, 

sino de  una eliminación  motivada: la  de las  células  que 

sirvieron  para  un  sorteo  de  quintas,  que  había   sido 

declarado nulo por Real Orden.

          De 1871 conocemos otro proceso de eliminación  con 

informe previo, en el que se enumeran los documentos que  se 

consideran inútiles y, lo que  resulta todavía más  moderno, 

con participación de una comisión que debía colaborar con el 

archivero en la labor de  selección. Resulta manifiesto  que 

los  cuidados  que  respecto  del   archivo  se  tomaba   la 

Corporación y las labores que en esa dependencia se llevaron 

a cabo, tenían como fin primordial  el mejor servicio de  la 

propia administración  municipal.  Sin  embargo,  desde  muy 

pronto, detectamos al lado de esta preocupación básica,  una 

visión más amplia, más  desinteresada, podríamos decir,  del 

valor de su  patrimonio documental.  Gradualmente, surge  la 

noción  de  éste,  más  allá  de  su  función  eminentemente 

pragmática de  probanza de  derechos  y cumplimientos  y  de 

justificación de  pretensiones, como  fuente de  información 

histórica sobre la ciudad, que,  como tal, podría  interesar 

no sólo a la ciudad misma, representada por su Concejo, sino 

también, en su momento, a elementos ajenos.

          Soy de la  opinión de que  el trauma inaugural  de 

1596 tuvo también parte en este proceso, aunque no fuera más 

que por la  perspectiva histórica que  abre su nítido  tajo. 

Sabido es que la pérdida de  algo a menudo contribuye a  que 

se aprecie más. Una de las  preocupaciones de los  regidores 

en los primeros años que siguieron al saqueo, fue el rastreo 

y  recuperación  de   cuantos  documentos  hubiesen   podido 

salvarse del suceso  bélico. En el  año II (1598  de la  era 

cristiana), D. Bartolomé de Estopiñán restituye a la  ciudad 

un privilegio que  se trajo de  Sevilla, donde  lo tenía  un 

clérigo. Es probable que allí llegara en la bolsa de  alguno 

de los  gaditanos  que huyeron  a  tierra  firme  cuando  la 

ocupación. Es asimismo probable, aunque en absoluto  seguro, 

que se tratara del privilegio rodado de los Reyes Católicos, 

que constituye  hoy el  más precioso  documento del  archivo 

anterior  a  su  refundación,  precioso  por  su  contenido, 

constituido por numerosos privilegios de distintos monarcas, 

que se confirman, empezando por uno concedido por Alfonso X; 

y yo diría  que precioso también,  incluso, por las  señales 

muy  evidentes   de   haber  estado   plegado   en   cuatro, 

susceptibles de sugerir, a poco que se tenga una imaginación 

algo novelesca,  las circunstancias  difíciles de  la  huida 

ante los invasores.

          El tema de los documentos quemados en 1596  tiene, 

pues, una variante, o  mejor, contratema, que  es el de  los 

documentos perdidos, y una subvariente de este último, el de 

los documentos robados por los enemigos, que, con el tiempo, 

dará mucho de sí.  A partir de  cierto momento, este  motivo 

empieza a adquirir densidad, a base  sobre todo de  noticias 

vagas  y,   correlativamente   a  ellas,   de   una   cierta 

imaginación. En 1843 llega a formarse un expediente titulado 

Sobre  que  el  Archivo  de  este  Ayuntamiento  que se dice 

los  ingleses   se   halla  en  Londres.  Este   expediente, 

algo laberíntico, tiene un sabor  de erudición fantástica  a 

la  Borges,  pero,  lamentablemente,  aquí  no  puedo   sino 

resumirlo. Un ciudadano da cuenta al Ayuntamiento de que  el 

célebre  bibliófilo  y   ex-bibliotecario  de  las   Cortes, 

Bartolomé  Esteban  Gallardo,  tiene  indicios  de  que  "el 

Archivo de este Ayuntamiento  que sin duda  fue robado y  no 

reducido a cenizas como se cree" (modulación temática), está 

en  la  Biblioteca  de  Lord   Holland.  De  inmediato,   la 

Corporación decide solicitar informe a Gallardo y, asimismo, 

dirigirse al embajador  en Londres para  reclamar lo  propio 

"del gobierno  de su  Majestad Británica".  Sin embargo,  la 

carta  que  se  recibe  entretanto  del  célebre  y   mordaz 

bibliófilo es un jarro de agua fría. Comienza:  "Equivocada, 

i aun doble-mente equivocada, siento decir a V.E. que es  la 

especie que  se  sirve significar-me..."  No  obstante,  más 

adelante dice que  en el "largo  espacio de  seis años,  que 

permanecí en Londres abrigado contra la tiranía del  ingrato 

Fernando de Borbón",  tuvo noticia de  que en la  Biblioteca 

del Museo Británico  existía un manuscrito  histórico de  la 

ciudad de  Cádiz,  justamente de  la  época del  asalto.  El 

Ayuntamiento no se desalienta y solicita al embajador que se 

informe, en el Museo Británico y en la Biblioteca de Oxford, 

"si existen los papeles del Archivo Capitular".

          Éstos últimos no acabaron nunca de aparecer,  pero 

la leyenda  se  mostró persistente.  En  1907,  uno  de  los 

aspirantes a la plaza de archivero,  aduce, entre sus  otros 

méritos, haber sido  facultado por el  alcalde Cayetano  del 

Toro para  gestionar  "con el  Embajador  de  Inglaterra  la 

recuperación del antiguo  Archivo de  Cádiz, obteniendo  por 

resultado ... una Real Orden del Ministerio de Estado en que 

se consigna  la  disposición del  gobierno  de  su  Majestad 

Británica a  devolver a  esta ciudad  los documentos  de  su 

pertenencia". Una respuesta bien diplomática si, como parece 

claro, nadie conocía el paradero  de los anhelados  papeles. 

Lo que,  en cualquier  caso, ha  provocado, en  los  últimos 

tiempos, un  resignado retorno  al  tema principal  de  esta 

larga sonata  en  que se  entreveran  la  diplomática  y  la 

diplomacia, el tema del fuego. 

          Pero,   casi   tan   inaccesible   como    aquélla 

desaparecida,  resultaba,  para   las  personas  ajenas   al 

Consistorio, la documentación  realmente existente, pues  la 

accesibilidad del  archivo  estaba en  épocas  antiguas  muy 

severamente restringida.  No  obstante, a  partir  de  1666, 

encontramos acuerdos de  abrirlo a un  tipo muy especial  de 

usuario, que, en cierto modo, prefigura el tan frecuente  en 

la actualidad, personaje familiar en todos nuestros centros: 

el genealogista. Me  estoy refiriendo a  los informantes  de 

las órdenes militares,  que se  presentan de  vez en  cuando 

"para evacuar un Negocio secreto", como se dice, en la fecha 

mencionada, a  propósito de  dos  caballeros "del  orden  de 

Calatrava". No se  exigía en  aquellos   tiempos tarjeta  de 

investigador, bastaba, para "franquearle el Archivo", que el 

interesado viniese provisto de una simple Real Orden. Debido 

a la  manía  aristocratizante  de  la  burguesía  rica,  que 

proliferaba en la ciudad, estas visitas se hacen frecuentes, 

y el archivo  conserva una notable  serie de expedientes  de 

hidalguía, formada por  196 volúmenes, aparte  de otros  más 

integrados en los libros de actas.

          A fines del XVIII se  produce la primera  consulta 

netamente científica  de que  tengamos constancia.  En  1784 

llega el cosmógrafo de Indias de  Carlos III, Juan  Bautista 

Muñoz, provisto  de una  cédula que  explica su  encargo  de 

formar "una Historia General y completa  de América", y  que 

le autoriza a  acceder a "mis  Reales Archivos de  Simancas, 

Cádiz, Sevilla y  demás ciudades",  expresión en  la que  se 

transparenta   una    noción,   de    matices    ciertamente 

autocráticos,  pero  que   no  deja  de   apuntar,  por   su 

perspectiva globalizante,  al  moderno concepto  de  sistema 

nacional de archivos.

          La  proyección   del   archivo  como   centro   de 

investigación se normaliza en el siglo de la historia, sobre 

todo a partir de su sexto decenio, cuando ocupa la  alcaldía 

Adolfo de  Castro,  que antes  nos  ha salido  como  erudito 

recopilador de acuerdos quemados o  robados, y que  acabaría 

su larga  y dramática  vida, el  pobre, de  bibliotecario  y 

colaborador del archivo.  Ya en nuestro  siglo, en  conexión 

con la  creación  de una  Comisión  Oficial  de  Estudios  e 

Investigaciones  para la  Historia de Cádiz,  que se  define 

como "un exponente más de la voluntad de rectificación y  de 

revolución en el plano ideológico" (estamos  en el año  III, 

pero no de la liberación de los ingleses, como se deduce  de 

la terminología  usada, sino  de los  rojos), se  habla  por 

primera vez de  una Sección Histórica  en el archivo,  "para 

todos los efectos independiente ésta", dice el texto, "de la 

administrativa".

          Por suerte y por lógica esta división orgánica tan 

brutal no llegó a consumarse, y  sólo en 1993 se  consiguió, 

sin merma de la unidad del archivo, la apertura de una nueva 

sede, que a efectos prácticos se denomina Archivo Histórico. 

Su finalidad es,  naturalmente, adecuar  las condiciones  de 

conservación y  servicio a  las soluciones  que ofrecen  los 

recursos técnicos últimamente desarrollados, así como a  las 

exigencias incrementadas  que  esos  nuevos  recursos  traen 

consigo.  Ampliación  y  especialización  de  la  plantilla, 

normalización de procesos, sistemas de seguridad, vigilancia 

complementaria  por  circuito  cerrado  de  TV,  conexión  a 

central receptora de alarmas, instalaciones especiales  para 

las colecciones facticias, control de temperatura y  humedad 

en  los  depósitos,  taller  elemental  de  restauración   y 

encuadernación, programas de microfilmación y digitalización 

de las series de Actas, Hidalguía, Registro Civil,  Padrones 

y Quintas... todo eso es ya  otra historia que la que os  he 

venido contando este rato. 

Y, sin embargo, por otra parte, la misma. 

